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REAL DECRETO 610/1999, DE 16 DE ABRIL, POR EL QUE SE APRUEBA EL 
REGLAMENTO DE LA LEY 43/1998, DE 15 DE DICIEMBRE, DE RESTITUCIÓN O 

COMPENSACIÓN A LOS PARTIDOS POLÍTICOS DE BIENES Y DERECHOS INCAUTADOS 
EN APLICACIÓN DE LA NORMATIVA SOBRE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS DEL 

PERÍODO 1936-19391

(BOE de 17 de abril de 1999) 
  

-TEXTO PARCIAL- 

……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  …… 

 
Artículo 1. Régimen jurídico. 

La restitución o compensación a los beneficiarios previstos en el artículo 2, de los 
bienes inmuebles y derechos de contenido patrimonial sobre los mismos, incautados en 
aplicación del Decreto de 13 de septiembre de 1936, la Ley de 9 de febrero de 1939, la Ley de 
19 de febrero de 1942 y la Orden de 9 de junio de 1943, así como la compensación por la 
privación definitiva del uso y disfrute de bienes inmuebles urbanos en concepto de 
arrendatarios o por la incautación de saldos en efectivo en cuentas y depósitos en entidades 
bancarias y financieras efectuadas en virtud de dichas normas, se realizará de acuerdo con lo 
previsto en la Ley 43/1998, de 15 de diciembre, de Restitución o Compensación a los Partidos 
Políticos de bienes y derechos incautados en aplicación de la normativa sobre 
responsabilidades políticas del período 1936-1939, en el presente Reglamento y disposiciones 
complementarias. 

No procederá la restitución de bienes muebles, ni el abono, indemnización o 
compensación alguna por los frutos y rentas dejados de percibir desde el momento de la 
incautación, ni por los derechos de contenido patrimonial derivados de la pérdida de derechos 
personales. 

En ningún caso procederá restitución ni compensación alguna por bienes o derechos 
por los que los beneficiarios previstos en el artículo 2 del presente Reglamento, o las personas 
jurídicas a ellos vinculadas, hubieran recibido ya cualquier tipo de compensación al amparo de 
cualquier otra normativa. 

 
Artículo 2. Beneficiarios. 

1. De conformidad con lo establecido en el artículo 3 de la Ley 43/1998, y a efectos de 
este Reglamento, se consideran beneficiarios de la restitución o compensación previstas en 
dicha Ley los partidos políticos mencionados de forma genérica o individualizada en el artículo 
2 de la Ley de 9 de febrero de 1939 que, con anterioridad al 6 de diciembre de 1978, hubieren 
solicitado formalmente su reconstitución legal o en tal fecha hubiesen sido ya reconstituidos 
legalmente y siempre que su personalidad no se haya extinguido con anterioridad al 1 de 
diciembre de 1995, que lo serán: 

a) Respecto de los bienes inmuebles o derechos de contenido patrimonial sobre los 
mismos, saldos en efectivo y arrendamientos de los que fueron titulares o disfrutaron como 
arrendatarios y que les fueron incautados o de los que fueron privados en aplicación de la 
normativa a que se refiere el artículo 1 del presente Reglamento. 

b) Respecto de los bienes inmuebles y derechos de contenido patrimonial sobre los 
mismos pertenecientes a personas jurídicas vinculadas a ellos, cuando tales bienes; y 
derechos les hubieran sido incautados en aplicación de la citada normativa y estuvieran afectos 
o destinados al ejercicio de actividades políticas de los partidos políticos beneficiarios en el 
momento de la incautación. 

                                                
1 Véase el texto parcial de la Ley 43/1998, de 15 de diciembre, de restitución o compensación a los partidos 

políticos de bienes y derechos incautados en aplicación de la normativa sobre responsabilidades políticas del período 
1936-1939 (BOE núm. 300, de 16 de diciembre). 
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2. A efectos del presente Reglamento, no tendrán la consideración de personas 
jurídicas vinculadas a los partidos políticos los sindicatos de trabajadores incluidos en el ámbito 
de aplicación de la Ley 4/1986, de 8 de enero, de Cesión del Patrimonio Sindical Acumulado. 

 
Artículo 3. Restitución de bienes inmuebles o derechos de contenido patrimonial. 

1. El Estado restituirá, mediante el procedimiento previsto en el presente Reglamento y 
demás disposiciones complementarias, y a los beneficiarios previstos en el artículo 2, los 
bienes inmuebles y derechos de contenido patrimonial sobre los mismos que, en aplicación del 
Decreto de 13 de septiembre de 1936, la Ley de 9 de febrero de 1939, la Ley de 19 de febrero 
de 1942 y la Orden de 9 de junio de 1943, hubieran sido incautados a los partidos políticos a 
que se refiere el artículo 2 o a personas jurídicas a ellos vinculadas, siempre que, respecto de 
estas últimas, se trate de bienes o derechos que en el momento de la incautación estuvieran 
afectos o destinados a actividades políticas de aquéllos. 

2. La restitución de bienes inmuebles o de derechos de contenido patrimonial sobre los 
mismos requerirá la acreditación, por cualquier medio admitido en derecho, de la condición de 
beneficiario, de acuerdo con el artículo 2 del presente Reglamento, así como de la incautación 
efectuada al amparo de la normativa citada en el artículo 1 del presente Reglamento. 
Asimismo, será condición imprescindible la plena identificación física y jurídica del bien, o la 
identificación jurídica del derecho solicitado, referidas tanto al momento de la incautación, como 
al momento actual, así como la constatación de una sustancial identidad del bien o derecho 
incautados y el bien o derecho cuya restitución se pretende, sin perjuicio de las mejoras de que 
haya podido ser objeto. 

……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  …… 

 
Artículo 8. Documentación. 

1. Las solicitudes irán acompañadas de los siguientes documentos: 

……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  …… 

c) Certificación literal del Registro de la Propiedad de los asientos, si existieren, 
relativos al bien inmueble o derecho sobre el mismo cuya restitución se solicita, desde la fecha 
de su incautación hasta la actualidad. 

d) Demás documentos públicos o privados que se posean, acreditativos de la 
adquisición, titularidad y condiciones físicas y jurídicas del bien, o condiciones jurídicas del 
derecho con anterioridad a la incautación. No será necesaria la presentación de tales 
documentos cuando la certificación registral presentada acredite suficientemente dichos 
extremos, salvo que la petición se refiera a datos o circunstancias sobre los que los Registros 
no puedan dar fe. 

e) Documentación acreditativa de la situación actual y condiciones físicas y jurídicas del 
bien o derecho cuya restitución se pretende, si existiera y fueran conocidas por el solicitante. 

……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  …… 

A estos efectos, el Estado facilitará el acceso con preferencia y gratuidad a los fondos y 
archivos, así como a los Registros públicos donde pudiera hallarse la referida documentación. 

En todo caso, en defecto de los documentos a que se hace referencia en este 
apartado, se aceptarán como pruebas o medios acreditativos todos los admitidos en derecho. 

2. Las actuaciones que deban solicitarse a notarios y registradores de la propiedad, y 
los documentos que deban ser expedidos por éstos al amparo de este Reglamento, estarán 
sujetos al mismo régimen que el establecido para el Estado. 

……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  …… 
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Artículo 11. Informe técnico de valoración. 

1. Las solicitudes formuladas al amparo del presente Reglamento serán objeto de un 
informe técnico sobre los extremos que el órgano instructor considere necesarios para la 
formulación de la correspondiente propuesta de resolución. 

A estos efectos, el valor pecuniario del suelo urbano y urbanizable será el que resulte 
de la aplicación al aprovechamiento correspondiente el valor básico de repercusión recogido en 
las ponencias catastrales para el terreno de que se trate. En caso de que no existan o no sean 
aplicables los valores de las ponencias catastrales, por haber perdido vigencia o haberse 
modificado el planeamiento, el valor básico de repercusión se calculará por el método residual.2

El valor del suelo rústico será el que resulte de los valores del catastro de rústica, en 
función de los usos agrícolas, ganaderos o forestales que tenga. 

 

El valor pecuniario de las edificaciones se determinará de acuerdo con la normativa 
catastral en función de su coste de reposición, corregido en atención a la antigüedad y estado 
de conservación de las mismas. 

El valor de los derechos de contenido patrimonial, cargas y gravámenes será el que 
resulte de aplicar a los mismos las normas tributarias que serían de aplicación, si tales 
derechos, cargas o gravámenes constituyeran un hecho imponible. 

El valor de las mejoras se calculará aplicando los anteriores criterios, en función de su 
naturaleza y, supletoriamente, atendiendo a los usuales criterios de valoración de las mismas. 

2. Sin perjuicio de otros extremos, el informe técnico se pronunciará sobre los 
siguientes supuestos: 

a) Respecto de aquellos bienes y derechos cuya restitución proceda, con arreglo a la 
Ley 43/1998 y el presente Reglamento: 

1º. Si hubieren experimentado alteraciones físicas mediante la incorporación de 
mejoras desde su incautación hasta la fecha de entrada en vigor de la Ley 43/1998, se 
determinará el valor pecuniario de éstas, con indicación, en su caso, de si representan más del 
25 por 100 del valor total de los bienes o derechos cuya restitución se pretende. 

2º. Si hubieren sido gravados por el Estado con cargas de carácter real que impliquen 
una disminución del valor de los mismos, se determinará el valor pecuniario de éstas con 
referencia a la entrada en vigor de la Ley 43/1998. 

b) Respecto de aquellos bienes y derechos cuya restitución no sea posible, por 
concurrir alguno de los supuestos previstos en la Ley 43/1998 y el artículo 4 del presente 
Reglamento, y proceda su compensación pecuniaria, se determinará su valor pecuniario según 
los criterios fijados en el apartado 1 del presente artículo, con referencia a la fecha de entrada 
en vigor de la Ley 43/1998. El cálculo de dicho valor se efectuará en función de las condiciones 
físicas y jurídicas que tuviera el bien o las condiciones jurídicas que tuviera el derecho en el 
momento de la incautación, sin que en ningún caso se tengan en cuenta, en la fijación del 
mismo, los incrementos de valor que respondan a mejoras específicamente incorporadas por el 
Estado o terceras personas desde la incautación hasta el momento de entrada en vigor de la 
Ley 43/1998. 

                                                
2  Téngase en cuenta lo dispuesto en la disp. final segunda de la Ley 50/2007, de 26 de diciembre, de 

modificación de la Ley 43/1998, de 15 de diciembre, de restitución o compensación a los partidos políticos de bienes y 
derechos incautados en aplicación de la normativa sobre responsabilidades políticas del período 1936-1939. (BOE 
núm. 310 de 27 de diciembre), que establece: 

 “Disposición final segunda. Revisión de expedientes de devolución. 
 El Consejo de Ministros podrá revisar de oficio, atendiendo a los criterios establecidos en esta Ley y 

con audiencia de los partidos o agrupaciones políticas solicitantes, los expedientes incoados conforme a la 
Ley 43/1998, de 15 de diciembre, subsanando los errores o desviaciones padecidos en aplicación de los 
valores catastrales, cuando los mismos no se basaren en ponencias actualizadas o, en su caso, cuando la 
Hacienda correspondiente tuviere establecido otro sistema para la determinación de los valores mínimos 
atribuibles a los bienes inmuebles, ajustándolos a los propios del mercado.” 
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c) En las solicitudes de compensación por privación de la condición de arrendatario, se 
determinará la cuantía que resulte de actualizar la renta anual según el índice de valor 
constante de la peseta por un período máximo de diez años, o el que tuviese el arrendamiento 
si fuese menor. 

d) En la solicitud de compensación por privación de saldos en efectivo en cuentas y 
depósitos en entidades bancarias y financieras, se fijará el importe de esta compensación 
mediante la actualización de la cuantía incautada según el índice de valor constante de la 
peseta. 

El informe técnico a que e refiere este artículo podrá ser elaborado por los servicios 
técnicos de análisis o valoración de inmuebles de la Administración General del Estado. En 
caso de que por el órgano instructor se estimase necesario, podrá contratar la realización del 
informe con entidades privadas o públicas con experiencia en el sector inmobiliario. 

……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  ……  …… 

 


